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Panamá, 18 de diciembre de 2024
Nota C-283-24

Licenciado

Camilo A. Valdés M,

Director General de lngresos

Ministerio de Economia y Finanzas

Ciudad.

Ref.: Procedimiento en caso de posible evasión fiscal administrativa.

Señor Director General:

Atendiendo la atnbución consagrada en el numeral 5 del artículo 220 de la Constitución Politica de la
República y lo dispuesto en el numeral 1 del articulo 6 de la Ley N0.38 de 3'l de julio de 2002,"Que aprueba

el Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la Adninistración, regula elProcedimiento Administrativo General

y dicta disposiciones especia/es", se da respuesta a la Nota N0.201-01-1473-DGl, recibida el dia 11 de

diciembre de 2024, mediante la cual eleva consulta en el sigu¡ente tenor:

'¿Cuálsería el procedimiento a seguir en /os procesos de evas ión fiscal adninistrat¡va,

tomando en cuenta el hecho de que el Código Procesal Ttibúario, que entró en

vigencia en su totalidad a paftir del 1 de junio de 2024, no contempla este
proced¡miento dentro de su normativa?'

Respecto al tema objeto de su consulta, esta Procuraduría eslima que, en los procesos seguidos por posible

evasión flscal administrativa, debe seguirse el procedim¡ento establecido en el Título V, "ilícitos Tributarios y

Sanciones Tributarias", del Código de Procedimiento Tributario, según ordena el articulo 208 de dicha

excerta legal; no obstante, los vacíos deberán ser suplidos por los principios generales y las normas de

derecho administrativo sancionatorio, conforme se desprende de los articulos 260 y 284 del Código de

Procedimiento Tributario.

Es importante en primera instancia indicar, que la respuesta brindada a través de la presente consulta, no

constituye un pronunciamiento de fondo, o un cr¡terio legal concluyente, que determine una posición

vinculante, en cuanto a lo consultado.

¡ Sustento iurídico de la Procurad unadela Administración

l. Del principio de legalidad

El principio de legalidad se encuentra consagrado en el articulo'18 de la Constitución Política de Panamá, y

el articulo 34 de la Ley No.3B de 31 de julio de 2000, que regula el Procedimiento Administrativo General,
que a la letra enuncian:
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"Atticulo 18. Los pañiculares so/o son responsab/es anfe /as autoridades por
inÍracción de la Const¡tuc¡ón o de la Ley.

Los se/yrdores públicos lo son por esas mismas causas y fambién por ertrafimitación
de funciones o por on¡sión en el ejerc¡cto de éstas."

"Alículo 34. Las acfuac,ones adninistrat¡vas en fodas /as ent dades púbÍbas se
efectuarán con arreglo a normas de ¡nformal¡dad, inparc¡al¡dad, uniformidad,

economía, celeridad y eficac¡a, garant¡zando la realhación opoiuna de la función

admin¡strativa, sin menoscabo del deb¡do prcceso legal, con objetiv¡dad y con apego
al principio de estrida legalidad. ...'

Conforme este principio de derecho público, todos los actos administrativos deben estar sometidos a las

leyes, estableciendo asi un límite a los poderes del Estado, esto es que deben ejercerse con apego a la ley

vigente y la jurisprudencia. En otras palabras, el servidor público sólo ouede hacer lo que la ley le permital.

El reconocido jurista argentino, Roberto José Dromi, especialista en Derecho Administrativo, sostiene que
"el principio de la legalidad es la columna veúebral de la actuación administrat¡va y por ello puede

concebírselo como extremo al prccedimiento, const¡tuyendo simultáneamente la condición esencial para su

existencia. Agrega que el mismo se detern¡na juridicamente por la concurrenc¡a de cuatro condiciones que

forman su contexto: 1) delimitación de su apl¡cación (reserua de ley); 2) ordenación krárquica de sujeción de

/as normas a la ley; 3) determinacíón de selección de normas aplicables al caso en concreto, y 4) precísión

de /os poderes que la norma confiere a la Administración." (Derecho Administrativo, Argentina, libro 12 Ed,

Hispania Libros-2009, página 1 1 1).

Es importante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema

de Justicia de Panamá, ha externalizado por medio de su jurisprudencia, decisiones judiciales refiriéndose

al importante principio de estricta legalidad, acentuando su finalidad. Al respecto, a través de la Resolución

fechada 10 de julio de 2019, manifestó lo siguiente:

7sí pues, de una lectura de /as drsposiciones legales anteiores, se puede conclui
que la linalidad del princ¡pio de estricta legalidad, es garantizar que la actuación de las

autoidades públlcas se sujete a un conjunto de reglas y normas prev¡anente

esfab/ecidas, de foma tal que se ev¡te toda arb¡ttariedad o abuso de podet que puede

afectar a los administrados'

Se desprende así, con meridiana claridad, que los actos administrativos que, en el ejercicio de sus funciones,

em¡tan los servidores públicos, deben limitarse a lo permitido por la ley y, en estricto cumplimiento del

mandato constitucional; tal comportamiento, revestirá y asegurará que el acto em¡tido se presuma igualmente
legal.

1 "... se puede conclu¡r que b final¡dad del principio de estricta legalidad, es garantizar que la actuación de las autor¡dades públicas
se sujefe a un conjunto de rcglas y normas prcviamente estab/ecr'das, de forma lal que se eyde toda arbithiedad o abuso de
poder que pueda atectar a los adm¡n¡strado§'. Sentencia de 24 de septiembre de 2020 de la Sala Tercera de lo Contenc¡oso
Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Just¡cia de Panamá.
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ll, Del pr¡ncipio del Debido Proceso.

El debido proceso se encuenha consagrado en el articulo 32 de la Constitución Politica de la República de

Panamá, como principio fundamenlal para la protección de los derechos individuales, frente al ejercicio
arbitrario del poder estatal, obligando a la administración a respetar las garantias y formalidades que integran
el proceso legal, al señalar que "na die será juzgado, sino por autoridad competente y conforme a los trámites
bgales..;' .

En este mismo orden de ideas, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, en Senlencia de 4 de mayo de
2015, frente a una acción de amparo de garantias constitucionales (Exp.936-13), reconoce aldebido proceso

como institución de garantía para el individuo, en Ios términos seguidamente expuestos:

'... la garanfia del debido ptoceso consagrada en el arfículo 32 de la Constitución
comprende tres derechos, a saber, el derecho a ser juzgado por auto dad
conpetenta; el derecho a ser juzgado conforme a los trámites legales
peñinentes; y el derccho a no ser juzgado nás de una vez por una misma causa
penal, polic¡va o d¡sc¡plinaia.

Es de lugar resaltar que la Convención Ameicana de Derechos Hunanos, rutii¡cada
por la Rep(tbl¡ca de Panamá nediante Ley N0j5 de 28 de octubre de 1977 e integrante
det Bloque de la Constttucionalidad, desarrolla en el aft¡culo 8, la garantia del debido
proceso de la siguiente nanera:

Atfículo L Garantías Jud¡ciales
'1. Toda persona t¡ene derecho a ser oida, con las debidas gerantíes y dentÍo de un
plazo rczonable, por un juez o tribunal competente, ¡ndependiente e ¡nparc¡al.

establecido con anterior¡dad por la ley, en la sustentación de cualguier acusac¡ón penal

formulada contra ella, o para la determ¡naclón de sus derechos y obligaciones de orden
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter."

En este punto tamb¡én es de lugar hacer mención al procesalista JORGE FÁBREGA
que destaca, en sus '/nstduclones de Derecho Procesal Civil' que la jurisprudencia ha
llenado de contenido la garantia del debido ptoce'.so, integrado por los derechos que

se ind¡can a continuacton:

Derecho a la juisdicción, que conslsfe en el derecho a la tutela constitucional.
Derecho al Juez naturcl.
Derecho a ser oido.
Tribunal conpelf,nte, predetaninado en la ley. independiente e inparcial.
Derecho a apodar pruebas licitas, relacionadas con el objeto del proceso, y de

contradec¡ las apottadas por la otra pañe o por el juez.

Facultad de hacer uso de ,os medios de impugnación previstos en la ley
contra resoluc¡ones jud¡c¡ales motivadas.

Respeto a la cosa juzgada.

Es así como el deb¡do proceso está consflfuido por una ser¡e de elenentos diiEdos g
la efectiva o adecuada A eslos e/emenlos

procesa/es se rel¡ere el Dodor Aiuro Hoyos en su obra sobre el debido proceso, al
indicar que:

1.

2.

3.

4.

5.

D,

7.
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"si se viola alguno de dichos elementos de tal manera que se afecte la posibilidad
de /as personas de defender efectivamente sus dercchos (ya sea por v¡olac¡ón del
derecho a ser oído; por lalta de la debida not¡frcac¡ón, ausencia de b¡lateral¡dad, o
contradicc¡ón del derccho a apoñar pruebas; de la posibilidad de hacer uso de medio
de inpugnación contra resoluc¡ones jud¡c¡ales; falta total de not¡vación de éstas;
tramitac¡ón de procesos no regulados med¡ante ley; pretermisión de una ¡nstancia:

seguitse un ttámite disünto al Nevisto en la ley -proceso monitorio en vez de uno

ordinario; ejecucion de sentencia en vez de proceso ejecut¡vo; not¡ficac¡on por ed¡cto
cuando debe ser personal; sentencia ah¡trana que, pot ejemplo, desconoce /a cosa
juzgada naterial-) ante lribunal comrytente, la sanción corrcspondiente seá la
nulidad consütucionaf (HOYOS, Atturo. El debido proceso. Editor¡al lemís, S.,4.,

Santa Fé de Bogotá, 1995, pá9s.89-90)." (Lo resaltado es del Despacho)

De lo arriba kanscrito, se desprende con meridiana claridad, que la noción de debido proceso, implica el
cumplim¡ento de diversas garantías que resultan esenciales para que la causa arribe a una solución objet¡va,
tales como el derecho de defensa y la igualdad en la ley y ante la ley (igualdad formal).

"Artículo 36. Ningún acto podá enitirse o celebrc$e con infncción de una
norma ¡uúdica vigente, aunque éste provenga de la misma autor¡dad que dicte o
celebre el acfo respect¡vo. N¡nguna autoridad podrá celebrar o entir un acto para el
cual carezca de conpetencia de acuerdo con la ley o los reglamentos.'
(Lo resaltado es del Despacho).

'Atticulo 201. Los siguientes términos ut¡lizados en esta Ley y sus reglamentos, deben

ser entendidos conforme este glosario:

31. Debido proceso legal. Cumpl¡n¡ento de /os reguislfos consttuc¡onales y
legales en mateia de proced¡miento, que ¡ncluye los presupuestos seña/ados
en el añículo 32 de la Constitución Política: el derecho a ser ¡uzgado conforme
a los tránites legales (dat el derecho a audiencia o ser oído a las pañes
interesadas, el derecho a recwri) y el derecho a no ser juzgado más de una

vez por la nisma causa penal pol¡civa, disciplinaria o adninistrativa "

...' (Lo resaltado es del Despacho)

Dicho esto, en el ámbito adm¡nistrat¡vo, Ios articulos 36 y 201, numeral 31, de la Ley N0.38 de 31 de julio de
2000, en su condición de lex general¡s, en concordancia con el Texto Fundamental y la jurisprudencia

nacional, abordan el debido proceso como una garantía jurídica conforme la cual, ningún acto administrativo
puede realizarse en detrimento de la norma juríd¡ca, en cuanto, entre otros, a la competencia de la autoridad
adm¡niskat¡va y a los trámites realizados.

2'Ha dicho ese Tribunalque Deb¡do Prcceso'es elderecho que tíenen todas los hab¡tantes de la República a que se apl¡quen las
leyes de procedim¡ento conespond¡entes y conforme a éstas se /e s brinde ta opoiunidad de defensa y contradicción'. Auto de 29
de octubre de 1984 del Pleno de la Corte Suprema de Justic¡a de Panamá.

En este sentido, comprende elementos concernientes a la autor¡dad (uez regular, competenc¡a,
imparcialidad), al procedimiento (derecho a defensa, contradicción, etapas preestablecidas, delimitadas y
concadenadas, doble instancia) y a la eficacia (cosa juzgada), en el entend¡do que los mismos son
susceptibles de sufrir adecuaciones en su alcance conforme la naturaleza el negocio, puesto que abarca la

ampl¡a indole de procesos existentes. En general, examina toda aquella garantia que pudiera tener incidencia
en el desarrollo y resultado del negocio, y cuya vulneración podría acarrear causales de nulidad2.
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lll. Del Código de Procedimiento Tributar¡o

La N0,76 de 20193 estipula los principios generales, garantías y procedimientos pertinentes a los asuntos
fiscales, así como el orden de prelación de la normativa, y constituye la ley especial en materia de
procedimiento tributario.

En los numerales 4 y 5 de su articulo 6, determina la existencia de una responsabilid ad " cuando el obligado

tibutario o contribuyente en cuestión, realiza cualquier acción u omisión dolosa, con elfin de reducir, eliminar
por completo o incluso demorar el cunplimiento y pago de cualquier tipo de obligación tributaria" , dentro de

un periodo fiscal (un año), para lo cual distingue entre las nociones de evasión fiscal administtativa
(cuando la cuantía presunta es inferior a 8/.300,000.00), asignándole una responsabilidad de naturaleza

administrativa, y de defraudación fiscal penal (si el potencial monto es igual o superior a 8/.300,000.00),

con consecuencias penales.

Ambos conceptos se encuentran recalcados a posferiorien los artículos 280 y 284 ibídem, y forman parte de

los ilicitos tributarios (leves, graves y evasión fiscal administrativa o defraudación fJscal penal), según la

clasifcación contenida en el articulo 259 ídem.

Por su parte, la Ley N0.76 de 2019, en cuanto al procedimiento, manifiesta que la determinación tributaria
puede desarrollarse por conducto de actuaciones de comprobación o de fiscalización, por parte de la

Administración Tributaria (Dirección General de lngresos, y juzgados administrativos tributarioss), Ia cual

ostenta, entre otras, facultades generales para comprobar e investigar el cumplimiento de las normas

tributarias, de determinar los tributos omitidos, de investigar administrativamente faltas o infracciones
fibutar¡as e imponer las sanciones correspondientes (artículo 202),

En este orden de ideas, en caso que se establezca la posible existencia de incumplimiento de normas
tributarias, incluyendo aquellas por supuesta evasión administrativa o defraudación penal, se expedirá una

resolución no definitiva, e irrecurrible, contentiva de una propuesta de regularización (artículo 127); una vez
notificada la misma, el contribuyente dispondrá de un plazo de veinte (20) dias hábiles para manifestar su
conformidad, solicitar un acuerdo o presentar sus descargos (articulo f28); verificado lo anterior, la

Administración Tributaria proferirá la resolución definitiva, que será susceptible de reconsideración ante el
juez administrativo tributario o de apelación ante del Tribunal Administrativo Tributario (artículo 129).

3 Ley No.76 de 13 de febrero de 2019, "Que aprueba el Cód¡go de Proced¡miento Tributario de la República de Panamá". Publicada
en Ia Gaceta Oficial No.28714-B de 14 de febrero de 2019.
a'Punitivo. Penal, sancionadot. C,oncemienfe a/ castrgo". CABANELLAS DE TORRES, Guillermo. D¡ccionario Juridico Elemental.
1993. 11ma edición. Ed¡torial Heliasta S.R.L. pp.265,
5 Cfi. numeral 1 del articulo 6 del Codigo de Procedimiento Tr¡butario.

En lo pertinente a la consulta, el Titulo V " llícitos Tributaras y Sanciones Tributaias" de dicho compendio
jurídico, especifica que la Dirección General de lngresos (DGl) tiene competencia discrecional para

determinar y sancionar administrativamente los ilicitos kibutarios (articulo 258) y que "a falta de normas

tributarias exoresas en materia de orocedimiento, se aplicarán supletoriamente los principios qenerales y

normas del derecho en mateia Dunitiva4. En paftícular, serán aplicabbs los pincipios de legalidad, de
presunción de inocencia, tipicidad, responubilidad subjetiva o culpabilidad, dolo, proporcionalidad, no

concunencia de jurisdicciones nl de sanciones" (artículo 260). De ello se desprende que los vacios en el

Drocedimienlo tributario serán suDlidos con los orincipios y normas de derecho sancionatorio,
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Agrega el artículo 262 ibídem que, ante la posible existencia de un delito tributario, la Administración
Tributaria debe someter el negocio al conocimiento del expediente al Tribunal Administrativo Tributario (TAT),

a fin que éste decida si debe enviarse al M¡nister¡o Público (monto igual o superior a B/.300,000,00) o si debe
contrnuarse con el trámite administrativo (monto inferior a 8/.300,000.00). De considerar que existen
elementos probalorios suficientes del presunto delito, elTribunal Administrativo Tributar¡o enviará un informe
razonado a la Dirección General de lngresos (DGl), para que presente la denuncia pert¡nente ante el

Ir/inisterio Público (artículo 127). Queda así entendido oue cuando el monto sea iqual o superior a
B/.300,000.00, se considerará un deli lo común de defraudación fiscal oenal v la comoetencia oara conocer
de la causa oasa al Ministerio Público.

Asi pues, de realizarse una fiscalización, el proceso comienza con la notificación del acta de inicio de la
fiscalización, contentiva de la información requerida en ley (artículo 203), con un plazo máximo de seis (6)

meses, prorrogables, hasta por otros cuatro (4) meses en determinadas circunstancias (articulo 205), y

culmina con el acta de ciene de la fiscalización (articulo 206). Si se establece la existencia de una deuda
tributaria, la Dirección General de lngresos (DGl) emitirá una resolución de propuesta de regularización
(articulo 208). No obstante, si las autoridades determinan la presencia de indicios de una posible causa de
evasión administrativa o de defraudación penal, no se dictará una propuesta de regularización, sino que se
elevará un informe al Tribunal Adm¡n¡strativo Tributario, para que actué atendiendo eltrámite arriba detallado,

Aclara el artículo 286, que "elt todos /os casos anteriores y los demás drspuestos en el Cód¡go F¡scal y
leyes especla/es en /os cuales se determine que el monto posible a defraudar sea igual o super¡or a
trescientos milbalboas (B/.300,000.00), excluyendo multas, recargos e intereses, la defraudación fiscal penal

será considerada un dehto común que será de competencia del Ministerio Público, y de no superar dicho
monto será de conocimiento de la Dirección General de lngresos",

Ahora bien, como quiera que el artículo 284 explica que la evasión fiscal administrativa es de naturaleza
administrativa, resulta evidente y redundante que está circunscrita a la esfera jurídico administrativa, dentro
de la cual le son aplicables las sanciones dispuestas en los numerales '1, 2 y 3 del artículo 273 del Código
de Procedimiento Tributario.

Asi, en concordancia con lo decretado por el articulo 260 ibídem, esta Procuraduria considera que, en los
procesos seguidos por posible evasión fiscal administrativa, debe seguirse el procedimiento eslablecrdo en
el Título V, "llícitos Tributarios y Sanciones Tributarias", del Código de Procedimiento Tributario, según
ordena el artículo 208 de dicha excerpta legal; no obstante, los vacios deberán ser suplidos por los pr¡ncipios
generales y las normas de derecho administrativo sancionatorio, conforme se desprende de los artículos 284
del Código de Procedrmiento Tributario.

Luego de este análisis jurídico, este Despacho considera que, en los procesos seguidos por posible evasión
fiscal administrativa, debe seguirse el procedimiento establecido en el Título V, "llicitos Tributarios y

De desestimar la posible existencia del delito, el Tribunal Administrativo Tributario levantará una nota
explicativa y el expediente conlinuara su curso en la esfera administrativa (articulo 128), conforme el
procedimiento señalado en el Título V. "/lícdos Idbufanbs y Sanciones lrlbufarlas" (artículo 208).

lV. Conclusión.
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De esta manera se da respuesta a su solicitud, reiterándole que la opinión aquí vertida, no conslituye un
pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determ¡ne una posición vinculante, en cuanto a lo
consultado.

Atentamente,

\
Go

Procurador de la Administración

RGM/drc

c-263-24
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Sanciones Tributarias", del Código de Procedimiento Tributario, según ordena el articulo 208 de dicha
excerpta legal; no obstante, los vacíos deberán ser suplidos por los principios generales y las normas de
derecho administrativo sancionatorio, conforme se desprende de los articulos 260 y 284 del Código de
Procedimiento Tributario.


